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solución de este Departamento de 2 de febrero de 1965, que 
confirmó la de la Dirección General de Prensa de 15 de abril 
de 1964, sobre inscripción del recurrente en el Registro Oficial 
de Peridistas, se ha dictado sentencia en 13 de mayo de 1966, 
cuya parte dispositiva literalmente dice:

«Fallamos: Que con estimación total del presente recurso 
contencioso-administrativo número 16.567 de 1965, interpuesto 
por el Procurador de los Tribunales don Manuel Ayuso Tejeri- 
zo, en nombre y representación de don Eutiquio Tejedor Cas­
tillo, contra Orden del Ministerio de Información y Turismo de 
fecha 2 de febrero de 1965 denegatoria de la inscripción en el 
Registro Oficial de Periodistas del recurrente, debemos anular 
y anulamos tal resolución por no ser conforme a derecho, y 
declarar como declaramos que es procedente la inscripción so­
licitada en favor de dicho recurrente. Sin hacer expresa con­
dena de costas

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legisla­
tiva», lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, y en cumplimiento de lo dispuesto en los ar­
tículos 103 y 105, apartado a), ambos de la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-ad- 
ministrativa, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla 
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose su 
fallo en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos 
oportunos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de junio de 1966.—P. D., Cabanillas Gallas, 

limo. Sr. Subsecretario de Información y Turismo.

ORDEN de 22 de junio de 1966 por la que se dis­
pone se cumpla en sus propios términos la senten­
cia dictada por el Tribunal Supremo en recurso 
contencioso-adminstrativo entre don Miguel Acosta 
Felipe y la Administración General del Estado.

limo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo número 
17.175/1965, seguido ante la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo, entre don Miguel Acosta Felipe, como demandante, y la 
Administración General del Estado, como demandada, sobre 
resolución de este Departamento de 8 de abril de 1965, que 
confirmó la de la Dirección General de Prensa de 15 de abril 
de 1964, sobre inscripción del recurrente en el Registro Oficial 
de Periodistas, se ha dictado sentencia en 27 de mayo de 1966, 
cuya parte dispositiva literalmente dice:

«Fallamos: Que desestimando como desestimamos el recur­
so contencioso-administrativo interpuesto por la representación 
procesal de don Miguel Acosta Felipe contra la Orden del Mi­
nisterio de Información y Turismo de 8 de abril de 1965, que no 
dió lugar al recurso de alzada deducido por dicho interesado 
impugnando Resolución de la Dirección General de Prensa de 
15 de abril de 1964, degenatoria de la inscripción de aquél en el 
Registro Oficial de Periodistas, solicitada al amparo de la Orden 
del mismo Departamento ministerial de 3 de julio de 1963, de­
bemos declarar y declaramos que dicho acto administrativo de­
batido en este proceso es conforme a derecho y, por consiguien­
te, queda válido y subsistente en toda su integridad. Y absol­
vemos de la demanda a la Administración del Estado; sin pro­
nunciamiento especial respecto a las costas procesales.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legisla­
tiva», lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, y en cumplimiento de lo dispuesto en los ar­
tículos 103 y 105, apartado a), ambos de la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-ad- 
ministrativa, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla 
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose su 
fallo en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos 
oportunos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de junio de 1966.—P. D., Cabanillas Gallas, 

limo. Sr. Subsecretario de Información y Turismo-

ORDEN de 22 de junio de 1966 por la que se dis­
pone se cumpla en sus propios términos la senten­
cia dictada por el Tribunal Supremo en recurso 
contencioso-administrativo entre don Jaime Mira- 
lies Alvarez y la Administración General del Es­
tado.

limo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo número 
16.278/1965 seguido ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, 
entre don Jaime Miralies Alvarez, como demandante, y la Ad­

ministración General del Estado, como demandada, sobre Reso­
lución de- este Departamento de 24 de noviembre de 1964 que 
confirmó la de la Dirección General de Prensa de 15 de abril 
del mismo año, sobre inscripción del recurrente en el Registro 
Oficial de Periodistas, se ha dictado sentencia en 20 de mayo 
de 1966, cuya parte dispositiva literalmente dice:

«Fallamos; Que estimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Jaime Miralles Alvarez en su propio 
nombre contra Resolución de la Dirección General de Prensa 
de 15 de abril de 1964, denegatoria de la inscripción del mismo 
en el Registro Oficial de Periodistas, que solicitó al amparo de 
la Orden del Ministerio de Información y Turismo de 3 de julio 
de 1963; contra la denegación tácita del recurso de alzada de­
ducido contra dicha resolución Directiva, y contra la Orden 
del mismo Departamento ministerial de 24 de noviembre de 
1964, desestimatoria de dicho recurso de alzada y del de repo­
sición, deducido éste contra la expresada resolución tácita, de­
bemos declarar como declaramos que ninguno de los relaciona­
dos actos administrativos son conformes a derecho, por lo que 
los anulamos y, en su lugar, declaramos el derecho del recu­
rrente a ser inscrito en aquel Registro Oficial, y ordenamos 
que la inscripción se lleve a efecto. Sin declaración especial 
sobre costas procesales.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legisla­
tiva», lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, y en cumplimiento de lo dispuesto en ios ar­
tículos 103 y 105, apartado a), ambos de la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-ad- 
nistrativa, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla 
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose su 
fallo en el «Boletín Oficial deí Estado».

Lo que comunico a V I. para su conocimiento y efectos 
oportunos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de junio de 1966.—P D., Cabanillas Gallas, 

limo. Sr. Subsecretario de Información, y Turismo.

MINISTERIO DE LA VIVIENDA

ORDEN de 21 de junio de 1966 por la que se dispone 
el cumplimiento de la sentencia dictada por el Tri­
bunal Supremo en el recurso contencioso-adminis­
trativo número 13.306, interpuesto por doña Josefa 
Joven Sardina contra la Orden de 27 de enero 
de 1964.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 14.306 seguido en única instancia ante la Sala Quinta del 
Tribunal Supremo, interpuesto por doña Josefa Joven Sardiña y 
la Administración General, demandada, contra la Orden de este 
Ministerio de 27 de enero de 1964 sobre expropiación de las 
parcelas números 3 y 4, sitas en el polígono «El Nevero», de 
Badajoz, se ha dictado, con fecha 17 de febrero de 1966 sen­
tencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo promovido por don Ramiro 
Rey naide de Miguel, en representación de doña Josefa Joven 
Sardiña contra las Ordenes ministeriales de 27 de enero de 1964, 
que valoraron las fincas números 3 y 4 del polígono industrial 
de «El Nevero», de Badajoz, por el procedimiento de precios 
máximos y mínimos establecido en el Decreto de 24 de julio 
de 1963, por no contrariar el ordenamiento jurídico establecido 
en la materia, declarándola firme y subsistente, absolviendo a 
la Administración de la demanda y sus pretensiones, sin que 
sea procedente hacer declaración sobre la cuestión nueva de 
impugnación de dicho Decreto; sin expresa condena de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» y se insertará en la «Colección Le­
gislativa», lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de diciem­
bre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I, muchos años,
Madrid, 24 de junio de 1966.

MARTINEZ SANCHEZ-ARJONA 

limo. Sr. Director Gerente de Urbanización.


